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HONORABLE SENADO:








				Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, a 26 de julio de 2000.





				Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del H. Senado en sesión de 19 de diciembre de 2000, disponiéndose que fuera estudiado por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y, a continuación, por la de Relaciones Exteriores.





				Asistieron a la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, especialmente invitados, el Jefe del Departamento de Transporte Internacional de la Subsecretaría de Transportes, señor Fernando Orellana Astorga; el Asesor Legislativo del Ministerio de Transportes, señor Patricio Bell Avello; el Director de la Asociación Gremial Chilena de Empresarios de Transporte Internacional de Carga por Carretera, señor Andrés Ovalle Letelier; el Vicepresidente de la Confederación Nacional Gremial de Dueños de Camiones de Chile, señor José Egido Ariola; y el Asesor de dicha Asociación Gremial, señor Sergio Muñoz





----------





				Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y particular a la vez.





----------





ANTECEDENTES GENERALES





				Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales, así como los restantes antecedentes que se consignan. 





				1.- Constitución Política de la República.- En su artículo 50, Nº 1, entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación".





				El resto del numeral en comento precisa que la aprobación de un tratado se someterá a los trámites de una ley, agregando que las medidas que el Presidente de la República adopte o los acuerdos que celebre para el cumplimiento de un tratado en vigor, no requerirán nueva aprobación del Congreso, a menos que se trate de materias propias de ley.





				Finalmente, el inciso tercero faculta al Congreso para que, en el mismo acuerdo aprobatorio, se autorice al Presidente de la República para dictar los decretos con fuerza de ley que estime necesarios para el cabal cumplimiento del acuerdo internacional correspondiente.





				2.- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del 22 de junio de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores.-  En particular, deben tenerse presente los artículos 76 y siguientes, comprendidos en la Parte VII relativa a "Depositarios, notificaciones, correcciones y registros".





				3.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Al fundar la iniciativa, el Ejecutivo señala que este Acuerdo sobre Contrato de Transporte y la Responsabilidad Civil del Porteador en el Transporte Internacional de Mercancías por Carretera, tiene como propósito fundamental establecer un adecuado marco jurídico que regule los derechos y obligaciones de las partes en un contrato de esta naturaleza, definiendo claramente la formalización y ejecución del mismo, compatibilizando así los legítimos intereses de éstas, y favoreciendo un mejor desarrollo del intercambio mercantil y del proceso de integración regional.





				Señala que, en primer término, el Convenio define conceptos básicos para la aplicación del mismo, tales como, "Contrato de Transporte Internacional por Carretera", "Mercancías", "Porteador", "Remitente", "Consignatario", "Destinatario" y "Carta de Porte o Conocimiento de Transporte".





				Establece que el Acuerdo se aplicará, por una parte, a todo contrato de transporte internacional de mercancías por carretera, siempre que el porteador reciba las mercancías bajo su custodia, esté situado en un país signatario y, el lugar de entrega se encuentre en otro Estado contratante; y, por otra parte, a los contratos de transporte internacional de mercancías por carretera que celebren instituciones, organismos, sociedades o empresas de transporte cuya propiedad en todo o en parte pertenezca a una nación firmante.  Asimismo, añade que el Tratado no se aplicará a las operaciones de transporte que se rijan por Convenios Postales Internacionales.





				Indica, con relación a la formalización y ejecución del contrato en estudio, el contenido mínimo de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, y regula la responsabilidad por los gastos y perjuicios que sufra el porteador por causa de inexactitud e insuficiencia de las indicaciones señaladas. Del mismo modo, establece la obligación por parte del porteador de revisar la exactitud de los datos.





				Por otra parte, y con miras al cumplimiento de las formalidades aduaneras, dispone la obligación de adjuntar los documentos necesarios para tal propósito, especificando lo relativo a la disposición de las mercancías y a la entrega de las mismas.





				Señala las medidas que debe tomar el porteador ante una imposibilidad de ejecución del contrato, así como ante eventuales impedimentos en la entrega de la carga. Agrega que el porteador tiene derecho a exigir el pago de los gastos que le ocasione la petición de instrucciones o que impliquen la ejecución de ellas, a menos que los desembolsos sean causados por su culpa.





				Indica la responsabilidad del porteador por las mercaderías puestas a su custodia ante la pérdida total o parcial, o la demora en la entrega de las mismas. Enuncia las excepciones ante la pérdida, avería o demora en la entrega; clarifica, además, las situaciones especiales. Seguidamente, establece y limita los montos que pagará el porteador cuando deba indemnizar; también hace referencia a pagos superiores, casos de averías, responsabilidades del porteador y de sus dependientes o agentes, e incluso las pérdidas o averías ocasionadas por terceros.





				Menciona la presunción de recepción de mercadería en buen estado, a menos que el consignatario notifique adecuadamente la pérdida o avería, determina que, en otros casos, regirá lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales que sean aplicables.


				Dispone, asimismo, qué tribunales tendrán competencia ante eventuales controversias y la prescripción de las acciones relacionadas con el contrato de transporte, explicando que éstas prescribirán en un año, contado desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible.





				Finalmente, señala la vigencia y duración del Acuerdo y cómo adherir y formalizar dicha adhesión, el procedimiento para su revisión, la evaluación o denuncia y las disposiciones finales.





				4.- Tramitación ante la H. Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del mensaje presidencial en sesión de la H. Cámara de Diputados a 8 de agosto de 2000, disponiéndose su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





				La citada Comisión estudió la materia en reuniones efectuadas los días 3 y 10 de octubre del año 2000, aprobando por unanimidad el proyecto en estudio. Del mismo modo, la Sala de la H. Cámara de Diputados aprobó el proyecto, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, en la sesión realizada el 13 de diciembre del mismo año.





				5.- Descripción del Instrumento Internacional.-  El instrumento internacional en informe consta de ocho capítulos y treinta y dos artículos, cuya descripción consignamos a continuación:





CAPÍTULO I


DEFINICIONES





				El artículo 1 define lo que para efectos del presente Acuerdo se entiende por los siguientes conceptos:


				"Contrato de transporte internacional por carretera": aquel en virtud del cual el porteador se obliga, contra el pago de un flete, a ejecutar o hacer ejecutar un transporte de mercancías desde el territorio de un Estado al territorio de otro, utilizando vehículos de transporte por carretera en todo o parte del recorrido.





				“Mercancías”: todo bien susceptible de ser transportado. Cuando las mercancías se encuentran acomodadas en contenedor, paleta u otro dispositivo, el término “mercancías” incluye tales dispositivos si éstos han sido suministrados por el remitente.





				"Porteador": la persona natural o jurídica que por sí o por medio de otra que actúe en su nombre, celebra un contrato de transporte internacional de mercancías por carretera.				“Remitente”: la persona natural o jurídica que, por sí o por medio de otra que actúe en su nombre o por su cuenta, celebre con el porteador un contrato de transporte internacional de mercancías por  carretera, o toda persona que por sí o por medio de otra que actúe en su nombre o por su cuenta, entregue efectivamente las mercancías al porteador.				“Consignatario": la persona natural o jurídica facultada para recibir las mercancías.				"Destinatario": la persona natural o jurídica a quien se le envían las mercancías.				"Carta de Porte o Conocimiento de Transporte": el documento que emite el porteador acreditando que ha tomado a su cargo las mercancías para su entrega según lo convenido.				Agrega que toda referencia a una persona natural o jurídica se entenderá hecha, además, a sus dependientes, o agentes.				El artículo 2 establece el ámbito de aplicación del Acuerdo.  Dispone que el Convenio se aplicará a todo contrato de transporte internacional de mercancías por carretera, siempre que el porteador reciba las mercancías bajo su custodia, esté situado en un país signatario y el lugar en que haya de hacer entrega de las mismas se encuentre en otro Estado firmante. Indica que, asimismo, se aplicará también a los contratos de transporte internacional de mercancías por carretera que celebren instituciones, organismos, sociedades o empresas de transporte cuya propiedad en todo o en parte pertenezca a una nación signataria. Precisa, además, que el presente Acuerdo no será aplicable a operaciones de transporte que se rijan por Convenios Postales Internacionales.


CAPÍTULO II


FORMALIZACIÓN Y EJECUCIÓN DEL CONTRATO DE TRANSPORTE POR CARRETERA





				El artículo 3 señala que la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte es el documento que da fe de la existencia de un contrato de transporte, su ausencia, irregularidad o pérdida no afectará la existencia o validez del mismo, el que seguirá estando sometido a las disposiciones del Convenio.  Agrega que dicha Carta da fe, salvo prueba en contrario, de las condiciones del contrato, de las indicaciones necesarias para su ejecución y de la recepción de las mercancías por el porteador.











				El artículo 4, a su vez, establece que la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte se expedirá en tres ejemplares originales, firmados por el remitente y el porteador; el primer ejemplar será entregado al remitente; el segundo acompañará a las mercancías y el tercero será retenido por el porteador. Lo anterior, sin perjuicio de que se expidan las copias respectivas para cumplir con las disposiciones legales del país de origen.





				Señala que en el evento de que las mercancías a transportar deban ser cargadas en vehículos diferentes, o cuando se trate de diversas clases de mercancías o de lotes distintos, tanto el remitente como el porteador tienen derecho a exigir la expedición de tantas Cartas de Porte o Conocimientos de Transporte como vehículos, clases o lotes de mercancías hayan de ser utilizados.





				El artículo 5 establece las menciones mínimas que debe contener la Carta de Porte, entre otras: lugar y fecha de expedición; nombres y domicilios del remitente, del porteador y del consignatario; lugar y fecha en que el porteador se hace cargo de las mercancías; lugar de entrega; denominación de la naturaleza de las mercancías y del tipo de embalaje, con detalle de la peligrosidad de aquéllas; cantidad de mercancías; gastos de transporte; instrucciones, y una cláusula que exprese que el transporte está sujeto a las disposiciones del Acuerdo, con indicación de que anulan toda estipulación que se aparte de ellas en perjuicio del remitente o consignatario.				Cuando corresponda, debe contener: mención expresa de prohibición de transbordo; gastos que el remitente toma a su cargo; suma del reembolso a percibir en el momento de la entrega; instrucciones del remitente al porteador relativas al seguro; valor declarado; plazo de transporte, y lista de documentos entregados al porteador. También se puede añadir cualquier otra indicación que se estime conveniente.				El artículo 6 contempla las principales situaciones en que el remitente responde por todos los gastos y perjuicios que sufra el porteador por causa de inexactitud o insuficiencia en los nombres y domicilio del remitente, del destinatario, y del lugar de entrega; nombre y domicilio del consignatario; denominación de la naturaleza de las mercancías y del tipo de embalaje, como también de la denominación normal de las mercancías si éstas son peligrosas; número de bultos, sus marcas particulares y sus números e instrucciones exigidas por las formalidades de aduana y otras.





				Agrega que el remitente es responsable además de todos los gastos y perjuicios que sufra el porteador por inexactitud o insuficiencia de las indicaciones señaladas en el párrafo 2 del artículo anterior, que regula otras menciones que puede contener la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, tales como la mención expresa de prohibición de transbordo; gastos que el remitente toma a su cargo; suma del reembolso a percibir en el momento de la entrega de las mercancías; instrucciones del remitente al porteador relativas al seguro de las mercancías; valor declarado de las mercancías; plazo convenido en que debe efectuarse el transporte, y lista de documentos entregados al porteador.





				Señala que en los casos en que a solicitud del remitente el porteador incluye las indicaciones anteriores en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, se presumirá, salvo prueba en contrario, que ha actuado por cuenta del remitente.





				Si la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte no incluye una cláusula que exprese que el transporte está sujeto a las disposiciones de este Acuerdo, las cuales anulan toda estipulación que se aparte de ellas en perjuicio del remitente o del consignatario, el porteador será responsable por causa de tal omisión. 





				Concluye indicando que el derecho del porteador a resarcirse de los gastos y perjuicios, no limitará en modo alguno su responsabilidad respecto de cualquier persona distinta del remitente.				El artículo 7 dispone la obligación del porteador, en el momento de hacerse cargo de las mercancías, de revisar la exactitud de los datos de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte relativos al número de bultos, y el estado aparente de las mercancías y de su embalaje.				Si el porteador careciere de medios razonables para estas verificaciones, deberá anotar en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte sus reservas, las que deberán ser motivadas; cuando las reservas las formule con relación al estado aparente de las mercancías y de su embalaje, también deberá expresar los motivos. Añade que estas reservas no comprometen al remitente si éste no las ha aceptado en forma expresa en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte.





				El remitente, a su vez, tiene derecho a exigir que se proceda a la verificación de la cantidad de mercancías expresada en peso bruto o en otra unidad de medida, así como del contenido de los bultos, pudiendo el porteador reclamar el pago de los gastos de verificación. El resultado de dichas verificaciones se consignará en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte.





				A falta de anotación en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte de las reservas motivadas del porteador, se presumirá que las mercancías y su embalaje estaban en buen estado aparente en el momento en que el porteador se hizo cargo de ellas, y que el número de los bultos, así como también sus marcas y números, estaban conformes a los mencionados en la Carta de Porte.				El artículo 8 establece las responsabilidades del remitente ante el porteador por los daños a personas, al material o a otras mercancías, así como por los gastos causados por defectos de embalaje de las mercancías, salvo que ellos hubiesen sido manifiestos o ya conocidos por el porteador en el momento en que se hizo cargo de las mercancías, sin que éste haya expresado sus reservas oportunamente.





				El artículo 9 expresa que, en relación al cumplimiento de las formalidades de aduana y de las necesarias antes del momento de la entrega de las mercancías, el remitente deberá adjuntar a la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, o poner a disposición del porteador, los documentos que se requieran y suministrarle todas las informaciones necesarias.





				Indica que el porteador está eximido de la obligación de revisar si los documentos y la información son exactos o suficientes y el remitente será responsable ante el porteador de todos los daños que pudieran resultar de la ausencia, insuficiencia o irregularidad de estos documentos e informaciones, salvo en caso de culpa por parte del porteador.





				Estipula, finalmente, que el porteador es responsable de las consecuencias de la pérdida o mala utilización de los documentos indicados en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, depositados en su mano. Con todo, la indemnización no podrá exceder de la que sería debida en caso de pérdida de las mercancías.





				El artículo 10 señala que el remitente tiene derecho a disponer de las mercancías, a solicitar al porteador que detenga el transporte, a modificar el lugar previsto para la entrega o a entregar las mercancías a un destinatario diferente del indicado en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte.  Añade que este derecho se extingue cuando el primer ejemplar de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte se remite al destinatario o cuando éste hace valer el derecho previsto en el artículo 11, párrafo 1; a partir de ese momento, el porteador debe someterse a las órdenes del destinatario.





				Precisa que el derecho a disponer pertenece en todo caso al destinatario desde el mismo momento de redacción de la Carta de Porte, si así se hizo constar en dicho Conocimiento de Transporte por el remitente. Agrega que si el destinatario, ejerciendo el derecho a disponer, ordena entregar las mercancías a otra persona, ésta, a su vez, no puede designar un nuevo destinatario sin consentimiento del porteador.








				Indica que el ejercicio de este derecho está subordinado a las siguientes condiciones:





				a) El remitente o el destinatario, en el caso en que quieran ejercer el derecho que se le concede en el párrafo 3, debe presentar el primer ejemplar de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, en la que deben estar inscritas las nuevas instrucciones dadas al porteador, y resarcir a éste de los gastos y daños que se ocasionen por la ejecución de tales instrucciones;





				b) La ejecución de estas nuevas instrucciones debe ser posible en el momento en que se comunican al que debe realizarlas y no debe dificultar la explotación normal de la empresa de transporte, ni perjudicar a remitentes o destinatarios de otras consignaciones; y





				c) Las instrucciones no podrán tener como efecto la división de la consignación.





				Establece que cuando en razón de las disposiciones establecidas en el párrafo 5 b) de este artículo, el porteador no pueda llevar a cabo las instrucciones recibidas, deberá comunicarlo a la persona que se las dio. Añade que el porteador que no ejecute las instrucciones que se le hayan dado en las condiciones establecidas en este artículo, o que las haya ejecutado sin haber exigido la presentación del primer ejemplar de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, responderá ante quien tenga derecho por los perjuicios causados por este hecho.





				El artículo 11, por su parte, dispone que después de la llegada de las mercancías al lugar establecido para la entrega, el destinatario tiene derecho a pedir que el segundo ejemplar de la Carta de Porte le sea remitido y que se le entreguen las mercancías o si éstas no fueran entregadas al término del plazo mencionado en el párrafo 3 del artículo 16, el destinatario está autorizado a hacer valer, en nombre propio, frente al porteador, los derechos que resulten del contrato de transporte. Agrega que el destinatario que haga prevalecer los derechos que se le conceden en el párrafo precedente deberá cumplir todas las obligaciones que resulten de la Carta. En caso de duda, el porteador no está obligado a efectuar la entrega de las mercancías, a no ser que se preste caución por el destinatario.





				El artículo 12 señala que si por cualquier motivo la ejecución del contrato resulta irrealizable en las condiciones previstas en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte, antes de la llegada de las mercancías al lugar de entrega, el porteador solicitará instrucciones a la persona que tenga el derecho de disponer de las mercancías conforme al artículo 10. Agrega que, en todo caso, si las circunstancias permiten la ejecución del transporte en unas condiciones diferentes a las previstas en la Carta y el porteador no ha podido recibir en tiempo útil las instrucciones de la persona que tiene el derecho de disponer de las mercancías conforme al artículo 10, el porteador tomará las medidas que juzgue más convenientes en interés de la persona que tiene el poder de disposición sobre las mercancías.





				El artículo 13 precisa que si después de la llegada de las mercancías al lugar de destino, se presentan impedimentos para la entrega, el porteador deberá pedir instrucciones al remitente. Añade que si se acredita en forma fehaciente que el destinatario rehusa las mercancías, el remitente tendrá derecho a disponer de ellas sin necesidad de utilizar el primer ejemplar de la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte.  En el evento en que el destinatario rehuse las mercancías, puede, sin embargo, requerir la entrega de las mismas, siempre que el porteador aún no reciba instrucciones contrarias del remitente.





				En el caso de que se presente un impedimento en la entrega de las mercancías, después de que el destinatario haya dado orden de entregarlas a una tercera persona, el destinatario sustituye al remitente, y ese tercero al destinatario, para los efectos de la aplicación de los dos primeros incisos de esta disposición.





				El artículo 14 dispone el derecho del porteador a exigir el pago de los gastos que le ocasione su petición de instrucciones o de los que impliquen la ejecución de ellas, en los casos en que el contrato no se pueda realizar en las condiciones previstas en la Carta de Porte, a menos que ellos sean causados por su culpa.





				El porteador puede descargar inmediatamente las mercancías en los casos contemplados en el artículo 10, párrafo 1 y artículo 13, por cuenta del que tenga derecho sobre las mismas. Después de esta descarga el transporte se considerará terminado; sin embargo, el porteador puede confiar las mercancías a un tercero, y en dicho caso sólo será responsable de la ejecución juiciosa del tercero. Las mercancías quedan sujetas a las obligaciones y gastos resultantes de la Carta de Porte.				Asimismo, establece la facultad del porteador para proceder a la venta de las mercancías sin esperar instrucciones de quien tiene derecho a ellas, si así lo justifica la naturaleza perecedera o el estado de ellas y si los gastos de custodia resultan excesivos en relación a su valor. En los demás casos, el porteador puede proceder a la venta si dentro del plazo de 60 días corridos después de terminado el transporte no hubiere recibido del que tiene poder de disposición sobre las mercancías instrucciones contrarias cuya ejecución pudiere resultar razonable.





				En el caso que las mercancías hayan sido vendidas en las condiciones señaladas en este artículo, el producto de la venta deberá ser puesto a disposición del que tiene derecho sobre ellas, previa deducción hecha de los gastos que la gravan. Si los gastos son superiores al producto de la venta, el porteador tiene derecho además a la diferencia.





				Por último, indica que, en caso de venta, se deberá proceder según la ley o la costumbre del lugar en que se encuentren las mercancías.


CAPÍTULO IIIREPONSABILIDAD DEL PORTEADOR POR CARRETERA





				El artículo 15 señala que el porteador es responsable de las mercancías desde el momento en que ellas quedan bajo su custodia hasta el momento de su entrega. Se entiende que están bajo su custodia desde el momento que las ha recibido del remitente o de cualquier tercero, incluso de una autoridad en cuya custodia o control estén. Se entenderá, además, que el porteador ha hecho entrega de las mercancías cuando éstas han sido recibidas por el consignatario en el lugar convenido; en el caso que el consignatario no las reciba directamente del porteador, cuando ellas se pongan a disposición del consignatario de acuerdo con los términos del contrato, la ley vigente o los usos del comercio en el lugar de la entrega, o por la entrega de las mercancías a una autoridad o a un tercero a quien deba hacérsele la entrega, de acuerdo con las leyes o reglamentos aplicables en el lugar de la entrega.





				El artículo 16 expresa que el porteador es responsable de la pérdida total o parcial de las mercancías y de las averías experimentadas por éstas, así como de la demora en su entrega, si esto ocurre mientras ellas se encuentran a su cargo. Agrega que el porteador será, además, responsable por los hechos y omisiones de sus agentes y dependientes y de aquellos imputables a los terceros cuyos servicios utilice para realizar el transporte.





				El artículo 17 indica que el porteador no será responsable de las pérdidas o averías, o demora en la entrega de las mercancías, cuando éstas se deban a los riesgos especiales inherentes a una o más de las siguientes circunstancias: hecho u omisión imputable al reclamante; vicio propio de las mercancías; acciones de guerra, conmoción civil o actos de terrorismo; huelgas, paros patronales, paros, interrupción o suspensión parcial o total del trabajo, fuera del control del porteador; caso fortuito o de fuerza mayor; defecto o insuficiencia de embalaje que no sea manifiesto; circunstancias que hagan necesario descargar, destruir o hacer inofensiva, en cualquier momento o lugar, las mercancías cuya peligrosidad no haya sido declarada como tal por el remitente cuando el porteador se hizo cargo de ellas; transporte de animales vivos, siempre que el porteador pruebe que cumplió todas las instrucciones específicas que le dio el remitente; mermas normales producto de la manipulación o las características propias de las mercancías, previamente acordadas entre las Partes o establecidas por las normas jurídicas correspondientes; e insuficiencia o imperfección de las marcas o de las rotulaciones.				Dispone que en caso de pérdida o avería o demora en la entrega de las mercancías, corresponderá al porteador probar que dicha pérdida, avería o demora se debió a alguno de los riesgos especiales consignados en el párrafo 1.				Cuando una causal de exoneración de la responsabilidad del porteador, establecida en el párrafo 1, concurra con un hecho u omisión del mismo para producir pérdida o avería o demora en la entrega, aquél sólo será responsable de la pérdida o avería o demora en la entrega que pueda atribuirse a su hecho u omisión. En tal caso, corresponderá al porteador probar el importe de la pérdida o avería o demora en la entrega y el hecho u omisión que determina que aquél no le sea imputable.				Por su parte, el artículo 18 señala la forma de calcular la indemnización que deberá pagar el porteador por la pérdida total o parcial de las mercancías, la que se determinará según el valor de éstas, y no podrá exceder el límite máximo de tres dólares de los Estados Unidos de América (US$ 3) por kilogramo de peso bruto transportado, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente. Expresa que el valor de las mercancías será el que tenían en el tiempo y lugar en que el porteador se hizo cargo de ellas, y se establecerá tomando en cuenta lo indicado por el remitente en la Carta de Porte o Conocimiento de Transporte y lo que se señale en la factura comercial.				Dispone que la responsabilidad del porteador por la demora en la entrega, de acuerdo a lo establecido en el artículo 16, no podrá exceder del precio del flete de las mercancías objeto de la demora, a menos que las Partes hubieren expresamente convenido una mayor.





				Indica, finalmente, que la responsabilidad global del porteador no podrá ser, en ningún caso, superior al límite establecido para la pérdida total de las mercancías.				El artículo 19 establece que si el remitente desea sustituir el límite de responsabilidad del porteador por uno superior al establecido en la norma anterior, deberá declararlo previamente en la Carta de Porte, pagando, en dicho caso, un precio adicional a convenir entre las Partes. Tal valor no podrá ser superior al valor real de las mercancías, incluidos los derechos de aduanas -cuando corresponda- y los demás gastos del transporte.





				El artículo 20 señala que, en caso de avería, el porteador pagará al legítimo detentor del derecho sobre la mercancía la indemnización que corresponda, según el cálculo efectuado en la forma estipulada en los artículos 18 y 19.





				El artículo 21, a su vez, prohibe que el porteador, sus dependientes o agentes puedan invocar las disposiciones que exoneran o limitan su responsabilidad, si se prueba que la pérdida o avería o demora en la entrega se debió a un hecho u omisión dolosos o con culpa que se equipare al dolo y, a sabiendas, que probablemente producirían dichos efectos.				El artículo 22 dispone que las pérdidas o averías ocasionadas por terceros, no comprendidos en el contrato de transporte, no eximen de la responsabilidad al porteador.





				A continuación, el artículo 23 establece que se presumirá que las mercancías fueron recibidas en buen estado, a menos que el consignatario notifique por escrito al porteador la pérdida o avería, especificando su naturaleza general, en el momento de la entrega de las mercancías, cuando la pérdida o avería sea manifiesta o aparente. Añade que en los demás casos, regirá lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales que resulten aplicables.





				Dispone que no se requerirá notificación por escrito de la pérdida o del daño que se haya comprobado al momento en que las mercancías se hayan puesto en poder del consignatario, si se hubiere realizado un examen o inspección conjunto por las Partes, dejando constancia escrita.





				En caso de pérdida total o parcial o avería cierta o presunta, el porteador y el consignatario se otorgarán en forma recíproca todas las facilidades razonables para proceder a la constatación del hecho o a la revisión o inspección de las mercancías.





				Señala que no habrá lugar al pago de indemnización por demora en la entrega, a menos que se haya notificado el hecho por escrito al porteador dentro de los 30 días consecutivos, contados desde el día en que las mercancías fueron entregadas al consignatario.





				Si las mercancías han sido entregadas por un dependiente o agente del porteador, las notificaciones hechas a éstos, de acuerdo a esta norma, se entenderán como si se hubiesen hecho al porteador.





				El artículo 24 establece que las acciones judiciales relacionadas con el contrato de transporte internacional de mercancías por carretera, podrán deducirse ante el Tribunal que las Partes convengan o, a falta de convención o cuando fuere legalmente inaplicable, podrán interponerse ante cualquier Tribunal que resulte competente, en atención a que se encuentre dentro de su jurisdicción, según las normas que este Acuerdo establece.





				Las sentencias que causen cosa juzgada podrán hacerse cumplir o ejecutar por las Partes tanto dentro como fuera del territorio en que tenga su asiento el Tribunal competente. Cuando el cumplimiento o ejecución se solicite fuera del territorio en que tenga asiento el Tribunal deberán cumplirse para ello las formalidades exigidas por la legislación del Estado en que fue solicitada la ejecución. Agrega que el cumplimiento de dichas formalidades no autorizará para revisar o modificar la sentencia cuyo cumplimiento se pretende.





				El artículo 25 establece que las acciones relacionadas con el contrato de transporte internacional de mercancías por carretera, prescribirán en un año, contado desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. Tratándose de dolo o culpa que se equipare al dolo y que deba ser establecido por un Tribunal Penal, según la ley del Estado del Tribunal que deba conocer de dicha acción, el plazo de un año se contará desde que quede ejecutoriada la sentencia del mencionado Juzgado. Añade que este plazo no incluirá el día en que comienza a correr el mismo.





CAPÍTULO IV


VIGENCIA Y DURACIÓN





				El artículo 26 determina que el Acuerdo entrará en vigencia treinta días después de la fecha en que la Secretaría General de la ALADI comunique a los países signatarios la recepción de por lo menos tres notificaciones relativas al cumplimiento de las disposiciones legales internas para ser puesto en vigor.  Para los demás países, el presente Acuerdo regirá treinta días después de la fecha de notificación a la Secretaría de la ALADI, sobre su entrada en vigor en sus respectivos territorios.





				Indica que el Convenio tendrá una duración de cinco años, prorrogables automáticamente por períodos iguales, salvo manifestación en contrario de un país signatario, en cuyo caso deberá procederse a su renegociación.





				Precisa que las disposiciones contenidas en este Tratado regirán exclusivamente para los países signatarios y adherentes a partir de su puesta en vigor.














CAPÍTULO V


ADHESIÓN





				El artículo 27 indica que este Acuerdo queda abierto a la adhesión, mediante negociación, de los países miembros de la Asociación. Agrega que esta adhesión se formalizará una vez que se hayan negociado los términos de la misma entre los países signatarios y el país solicitante, mediante la suscripción de un Protocolo Adicional a este Acuerdo, que entrará en vigencia 30 días después de su entrada en vigor en su respectivo territorio.





CAPÍTULO VI


EVALUACIÓN Y REVISIÓN





				El artículo 28 señala que los países signatarios evaluarán anualmente los resultados alcanzados en virtud de este Acuerdo o, cuando cualquiera de ellos así lo solicite. Agrega que los compromisos derivados de la revisión y evaluación y los ajustes que se convengan se formalizarán mediante la suscripción de Protocolos Adicionales o Modificatorios a este Acuerdo.





CAPÍTULO VII


DENUNCIA





				El artículo 29 indica que el Convenio podrá ser denunciado por cualquiera de los países Partes, transcurridos dos años de su vigencia. Añade que para ese efecto, notificará su decisión por lo menos con sesenta días de anticipación, depositando el instrumento respectivo en la Secretaría General de la ALADI, quien informará de la denuncia a los demás países signatarios.  Transcurridos treinta días de formalizada la denuncia, cesarán para el país denunciante las obligaciones y derechos contraídos en virtud del Acuerdo.





CAPÍTULO VIII


DISPOSICIONES FINALES





				El artículo 30 establece que los Organismos Nacionales Competentes y la Comisión del Acuerdo sobre Transporte Internacional Terrestre, actuarán como tales para los fines del presente Tratado.





				El artículo 31, por su parte, dispone que ninguna disposición del presente Acuerdo eximirá del cumplimiento de las normas aduaneras, sanitarias u otras aplicables en cada país.














				El artículo 32, a su vez, señala que ninguna de las disposiciones de este Acuerdo impide la aplicación de lo dispuesto en el artículo 50 del Tratado de Montevideo, suscrito el año 1980.





----------





DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR





				El Presidente de la Comisión, H. Senador señor Romero, señaló que interesa conocer la opinión de la Subsecretaría de Transportes sobre este proyecto de acuerdo y, en especial, las razones por las cuales la República Argentina no lo ha suscrito.





				Referente a lo anterior, el Jefe del Departamento de Transporte Internacional de la Subsecretaría de Transportes, señor Fernando Orellana, indicó que en su oportunidad fueron creadas en el seno de la ALADI diversas Comisiones para el estudio de las materias que afectaban al sector transporte, muchas de las cuales han sido objeto de Acuerdos que hoy se encuentran vigentes, tales como el Convenio sobre Transporte Internacional Terrestre.  Agregó que quedó pendiente el tema de la responsabilidad del porteador en el contrato de transporte internacional de mercancías.





				Explicó que la República Argentina participa en las Comisiones, pero se abstiene de ratificar los acuerdos ante la ALADI. Respecto del Convenio que nos ocupa, se desarrolló un debate y se establecieron las especificaciones del mismo. Sin embargo, en el año 1998, la República Argentina, en la Reunión de Cochabamba, se limitó a manifestar su interés por estudiarlo, sin que hasta la fecha se haya concretado la firma de convenio alguno. Agregó que, no obstante lo anterior, se está trabajando para lograr un acuerdo sobre la materia con el vecino país. En ese sentido, en la última reunión de Presidentes de ambos países se dejó constancia de que éste es un tema pendiente.





				A continuación se refirió a la importancia que reviste la aprobación del proyecto de acuerdo en estudio, en particular, para el tránsito por terceros países, el cual, sostuvo, debe ser seguro, oportuno y eficiente.  Añadió que de esta manera se protegerá a los transportistas, evitando que, entre otras materias, se encuentren expuestos a actos discriminatorios por parte de autoridades administrativas.





				Sostuvo que el acuerdo constituye una señal importante para el sector y para los países signatarios, los que así lo han manifestado en forma expresa a través de sus delegados, destacando la relevancia del mismo.











A continuación el señor Fernando Orellana, a fin de ilustrar a la Comisión acerca de la actividad a que se refiere el Acuerdo en comento, señaló que en la actualidad Chile tiene poco más de doce mil (12.000) vehículos autorizados para efectuar transporte internacional regular de mercancías en la República Argentina, asimismo indicó que hay mil cuatrocientas (1.400) empresas chilenas constituidas al efecto, y que el tonelaje autorizado es de ciento treinta y nueve mil ochenta y cinco (139.085) toneladas. En Chile, en tanto, la República Argentina cuenta con diez mil setenta y siete (10.077) vehículos autorizados, trescientas cincuenta y cinco (355) empresas y ciento veintiséis mil quinientas treinta y seis (126.536) toneladas autorizadas. 





Respecto de la República Federativa del Brasil, por los mismos conceptos, Chile registra setecientas setenta y una (771) empresas, siete mil novecientos setenta y ocho (7.978) vehículos autorizados y un tonelaje de noventa y dos mil setecientos veinte (92.720). A su vez, Brasil tiene en Chile ciento noventa (190) empresas, once mil ochocientos setenta y tres (11.873) vehículos autorizados y ciento cincuenta y un mil trescientas once (151.311) toneladas autorizadas.





Por último, señaló que el Acuerdo, en opinión del Ministerio, representa un gran avance en esta materia, y que se trabajará conjuntamente con el resto de los signatarios para que pueda ser suscrito por la República Argentina.





El H. Senador señor Lavandero consultó el tratamiento que en estos acuerdos bilaterales se da a materias tales como procesos de aduanas y transporte de sustancias peligrosas.





Respecto a lo anterior, el señor Fernando Orellana explicó que esas materias están reguladas en otros Convenios y que el Acuerdo en comento trata, entre otras, de la responsabilidad del porteador en caso de pérdida o avería.





Por su parte, el H. Senador señor Valdés, preguntó acerca de los obstáculos adicionales a que se ven expuestos los transportistas en países federales como Argentina y Brasil, en atención a que en esas naciones cada Estado tiene normas particulares.  En ese sentido manifestó que camioneros de la ciudad de Osorno han dado cuenta de problemas en el tráfico hacia localidades argentinas como San Carlos de Bariloche.























El señor Fernando Orellana respondió que en el caso de Argentina han habido y existen problemas, en razón de la multiplicidad de normas que se aplican.  Explicó además, que en el caso de Brasil, en términos generales, no han existido problemas, con excepción de algunas complicaciones sufridas por camioneros chilenos en el Estado de Sâo Paulo.





El Director de Asuntos Gremiales de la Asociación Gremial Chilena de Empresarios de Transporte Internacional de Carga por Carretera, señor Andrés Ovalle, manifestó que si bien los temas aduanero y de transporte de mercancías peligrosas se encuentran reglamentados, no siempre son respetados. Añadió que en cuanto al tema de los seguros, países como Argentina tienen su propia interpretación de las normas de aplicación internacional, lo que dificulta la solución de controversias y la obtención de acuerdos. Agregó que para su sector se hace imperioso el establecimiento de un marco jurídico que formalice, íntegramente, la actividad en el Cono Sur.





Puntualizó, además, que esta actividad se desarrolla bajo el principio de la buena fe, el cual a su juicio debe persistir. Agregó que una manifestación del mismo es la exoneración de responsabilidad que se establece en el Convenio en beneficio del porteador, respecto del contenido de la denominada Carta de Porte.





Concluyó señalando que la mayor cantidad de siniestros ocurre en la República Argentina, por lo cual es de suma importancia que este país suscriba, a la brevedad, el presente Convenio. Añadió que muchos asociados de su gremio tienen embargados equipos rodantes en el vecino país, por causas ajenas a su responsabilidad.





Seguidamente, El H. Senador señor Bombal manifestó que debiera perfeccionarse la revisión a que es sometida la carga en las fronteras, a fin de evitar el ingreso de estupefacientes.





Por su parte, el Asesor de la Confederación Nacional Gremial de Dueños de Camiones de Chile, señor Sergio Muñoz, señaló que en el caso del transporte hacia Bolivia éste es monopolizado por sus transportistas, y que los empresarios chilenos sólo llevan la carga hasta la frontera.


























				A continuación, la Comisión acordó remitir un oficio a la señora Ministra de Relaciones Exteriores haciéndole presente, por una parte, la necesidad de que la República Argentina se incorpore al Tratado en comento y, por otra, la urgencia de resolver las complicaciones adicionales a que están expuestos los transportistas nacionales en su paso por la citada nación, en especial, la de concordar mecanismos de solución de controversias.





Finalmente, el H. Senador señor Romero dejó constancia, en nombre de la Comisión, de la relevancia de la incorporación de Argentina al presente Convenio, en razón de los múltiples problemas que afectan a los transportistas nacionales en su tránsito por dicho país. Asimismo, hizo presente que este Tratado mejora la calidad, competencia y seguridad del transporte chileno y de los transportistas nacionales.





				Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y particular por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Bombal, Martínez, Romero y Valdés.





----------





				En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones de la Corporación, cuyo texto es el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO





				"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo sobre el Contrato de Transporte y la Responsabilidad Civil del Porteador en el Transporte Internacional de Mercancías por Carretera", adoptado en Montevideo, Uruguay, el 16 de agosto de 1995, por la República de Bolivia, la República Federativa del Brasil, la República de Chile, la República del Paraguay, la República del Perú y la República Oriental del Uruguay.".





----------
































				Acordado en sesión celebrada el día 19 de junio de 2001, con asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Romero Pizarro (Presidente), Carlos Bombal Otaegui, Gabriel Valdés Subercaseaux (Jorge Lavandero Illanes), y Jorge Martínez Busch.





				Sala de la Comisión, a 19 de junio de 2001.
























































				JULIO CÁMARA OYARZO


	                                             Secretario 
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IV.	TRÁMITE CONSTITUCIONAL: Segundo.





V.	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Unánime.





VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 19 de diciembre de 2000.





VII.	 TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer informe.





VIII.	URGENCIA:  No tiene.





IX.   LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:





	- El artículo 50, Nº 1, de la Constitución Política, que entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional contempla la de "aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación".





	- La Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores.





	- El Acuerdo sobre Transporte Internacional Terrestre de 1990.
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X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE ACUERDO PROPUESTO: Consta de ocho capítulos y treinta y dos artículos.





XI.	PRINCIPAL OBJETIVO DEL CONVENIO CUYA APROBACIÓN SE PROPONE: Establecer un adecuado marco jurídico que regule los derechos y obligaciones de las partes en un contrato de esta naturaleza, definiendo, claramente, la formalización y la ejecución del mismo, compatibilizando así los legítimos intereses de las partes y favoreciendo, de este modo, un mejor desarrollo del intercambio mercantil y del proceso de integración regional.





XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL:  No hay.





XIII. ACUERDOS: Aprobado en general y particular por la unanimidad de los presentes. (4x0)





Valparaíso, a 19 de junio de 2001.
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